El siguiente es el documento presentado por la Magistrada Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 
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PETICIÓN / FECHA DE PAGO RETROACTIVO PENSIONAL RECONOCIDO EN SENTENCIA / CONCEDE / CONFIRMA / MODIFICA - Surge de tales pruebas que las solicitud elevada por el demandante no ha sido resuelta por la entidad demandada en la forma como lo explica la jurisprudencia que atrás se transcribió,  pues a pesar del tiempo transcurrido desde cuando la elevó, el 10 de febrero de 2017, aún no se le resuelve de fondo el asunto, pues además de que se le ha informado en dos ocasiones, de manera extemporánea, que no era posible resolver la petición porque debían adelantar un trámite previo, no le indicaron los motivos de la demora, ni le señalaron el plazo razonable en que se resolvería o daría respuesta, el que además ni siquiera podía exceder del doble del inicialmente previsto, de acuerdo con el parágrafo del artículo 14 de la Ley 1755 de 2015 que antes se citó.

De esa manera las cosas, se considera lesionado el derecho de petición de que es titular el demandante, sin que se compartan los argumentos del impugnante que considera se produjo un hecho superado.

En consecuencia, se avalará el fallo que se revisa, en cuanto concedió el amparo reclamado.

Sin embargo, como es la Directora de Procesos Judiciales de Colpensiones la competente para responder de conformidad con el artículo 4º, numeral 4.4.1.9 del Acuerdo No. 108 de 2017, expedido por la Junta Directiva de la entidad y teniendo en cuenta que fue la última funcionaria que sobre el asunto se pronunció, será ella la destinataria exclusiva de la orden a imponer. (…)

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL
SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA

Magistrada ponente: Claudia María Arcila Ríos

Pereira, octubre tres (3) de dos mil diecisiete (2017)

Acta No. 516 de 3 de octubre de 2017

Expediente No. 66001-31-10-003-2017-00294-02
Procede la Sala a decidir la impugnación propuesta por el Director de Acciones Constitucionales de Colpensiones, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Tercero de Familia local, el 8 de agosto último, en la acción de tutela que en contra de esa administradora de pensiones instauró el señor Javier Castaño Mejía.

A N T E C E D E N T E S

1. Según los hechos consignados en la demanda, a la fecha y luego de transcurridos más de quince días, Colpensiones no ha emitido respuesta alguna a la solicitud elevada por el actor el 10 de febrero de este año.

2. Considera lesionado su derecho de petición y para su protección, solicita se ordene a la demandada resolverla.

A C T U A C I Ó N     P R O C E S A L

1. Por auto del 10 de mayo se admitió la acción contra los Gerentes Nacionales de Reconocimiento, de Defensa Judicial y de Nómina de Colpensiones. Estos funcionarios guardaron silencio.
2. Mediante sentencia del 22 del citado mes, la Juez Tercera de Familia decidió en primera instancia el asunto. Sin embargo, esta providencia fue declarada nula por este Tribunal, mediante auto del 18 de julio, porque dejó de integrarse el contradictorio con el Subdirector de Determinación de Derechos y la Directora de Procesos Judiciales de Colpensiones.
3. Rehecha la actuación, el 8 de agosto último se profirió la sentencia impugnada. En ella, se decidió amparar el derecho de petición del actor y se ordenó a los Gerentes Nacionales de Nómina y de Reconocimiento, a la Directora de Procesos Judiciales y al Subdirector de Determinación de Derechos de Colpensiones, en el término de cinco días, resolver de fondo la solicitud presentada por el actor el 10 de febrero pasado, para que se le pagara el retroactivo pensional reconocido en proceso ordinario laboral, “sin que anteponga barreras de tipo administrativo, operativo o de cualquier otro tipo, ni excusas de ninguna índole, toda vez que se trata de la materialización de sus derechos fundamentales”.

Para decidir así, con fundamento en jurisprudencia de la Corte Constitucional que consideró aplicable al caso, estimó que la entidad accionada vulneró el derecho de petición del demandante, pues a pesar de haberse superado el término establecido en la Ley 1755 de 2015, no ha emitido respuesta a la solicitud que le elevó.
3. Inconforme con el fallo, el Director de Acciones Constitucionales de Colpensiones, lo impugnó. Pidió se declarara la carencia actual de objeto por hecho superado, en razón a que por oficio de 4 de agosto de este año, se resolvió de fondo la petición presentada por el accionante.

C O N S I D E R A C I O N E S 

1. La acción de tutela permite a toda persona reclamar ante los jueces, mediante un procedimiento preferente y sumario, la protección de sus derechos fundamentales cuando quiera que resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública o aun de los particulares, en los casos que reglamenta el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991. 

2. Corresponde a la Sala decidir si la entidad demandada desconoció el derecho de petición de que es titular el accionante, al no dar respuesta a la solicitud que elevó el 10 de febrero pasado, con la que pretende se proceda al pago del retroactivo pensional y de las costas procesales que fue impuesta en proceso ordinario laboral; además, si se está frente a un hecho superado, como lo propone la entidad impugnante.
3. Tal derecho está consagrado en el artículo 23 de la Constitución Política y es catalogado como uno subjetivo de las personas para acudir ante las autoridades o las organizaciones privadas con el fin de obtener se resuelvan las reclamaciones que ante ellas eleven, que no incluye el derecho a que el pronunciamiento sea en determinado sentido. El ejercicio efectivo de tal derecho implica además el de obtener una pronta resolución. 

La demora en responder o incluso las respuestas evasivas, vagas, contradictorias y en general las que no resulten concretas y por ende, impidan al interesado acceder a la información que solicita o cuando la respuesta lo desoriente o cause incertidumbre respecto a las inquietudes que procura aclarar, violan tal derecho. Así lo ha decantado la jurisprudencia constitucional:

“Dentro del marco citado, el derecho de petición se concreta (i) en la posibilidad que tiene cualquier persona de presentar peticiones ante las autoridades; (ii) en la obligación correlativa de las autoridades de emitir una respuesta pronta, clara, completa y de fondo a las solicitudes que le sean presentadas; y (iii) en la consecuente obligación de las autoridades de comunicar de manera oportuna a los peticionarios su respuesta. Igualmente debe anotarse que el derecho de petición guarda un vínculo de conexidad con otros derechos de igual relevancia como el derecho a la información y a la libertad de expresión.

“4.2. La jurisprudencia constitucional ha establecido que el núcleo esencial del derecho fundamental de petición comprende los siguientes cuatro elementos:

“(i) la posibilidad cierta y efectiva de presentar, de manera respetuosa, solicitudes ante las autoridades, sin que éstas se nieguen a recibirlas o tramitarlas;

“(ii) la facultad de obtener una resolución pronta y oportuna de la cuestión en los términos consagrados en la ley;

“(iii) el derecho a que sea resuelta de fondo, de manera clara, precisa y congruente con lo solicitado y

“(iv) la pronta comunicación al peticionario acerca de la decisión o información requerida.

“…

“4.3 Resulta igualmente importante señalar que la jurisprudencia constitucional ha sido reiterativa en señalar que para que el derecho de petición sea efectivamente respondido, la respuesta al mismo ha de ser (i) suficiente, cuando quiera que resuelva materialmente la petición y satisfaga los requerimientos del solicitante, sin que por ello excluya la posibilidad de que la respuesta sea negativa a las pretensiones del peticionario; (ii) efectiva, si soluciona el caso que se plantea y (iii) congruente si existe coherencia entre lo respondido y lo pedido, lo que supone que la solución o respuesta verse sobre lo preguntado y no sobre un tema semejante o relativo al asunto principal de la petición, sin que se excluya la posibilidad de suministrar información adicional que se encuentre relacionada con la petición propuesta. De esta manera, solo se entenderá que el derecho de petición se encuentra garantizado cuando la respuesta al requerimiento hecho por el particular cumple con los anteriores aspectos.”
. 

4. La Ley 1755 de 2015, “Por medio de la cual se regula el Derecho Fundamental de Petición y se sustituye un título del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo”, dice en el artículo 13 que toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución; el 14 expresa que  salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince días siguientes a su recepción y el parágrafo de la misma norma indica que cuando excepcionalmente no fuere posible resolver la petición en los plazos señalados, la autoridad debe informar esta circunstancia al interesado, antes del vencimiento del término señalado en la ley, expresando los motivos de la demora y señalando a la vez el plazo razonable en que se resolverá o dará respuesta, que no podrá exceder del doble del inicialmente previsto.
5. En el expediente obran las siguientes pruebas documentales: 

5.1 Copia del escrito por medio del cual la apoderada del accionante solicitó a Colpensiones dar cumplimiento a la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito de Pereira, que la condenó al reconocimiento y pago de su retroactivo pensional, así como a la cancelación de las costas procesales
. Tal documento fue recibido en la entidad demandada el pasado 10 de febrero
.

5.2 Copia del oficio del 19 de mayo siguiente, suscrito por la Gerente Nacional de Defensa Judicial de Colpensiones, en el que comunica al demandante que en la actualidad la entidad que representa se encuentra en trámite de transcripción del citado fallo, requisito ineludible para proceder a su cumplimiento
. 

5.3 Copia del oficio del 4 de agosto último, suscrito por la Directora de Procesos Judiciales de esa misma entidad, en el que se le brinda la misma información
. 
5.4 Las anteriores comunicaciones fueron enviadas al demandante
. 
6. Surge de tales pruebas que las solicitud elevada por el demandante no ha sido resuelta por la entidad demandada en la forma como lo explica la jurisprudencia que atrás se transcribió,  pues a pesar del tiempo transcurrido desde cuando la elevó, el 10 de febrero de 2017, aún no se le resuelve de fondo el asunto, pues además de que se le ha informado en dos ocasiones, de manera extemporánea, que no era posible resolver la petición porque debían adelantar un trámite previo, no le indicaron los motivos de la demora, ni le señalaron el plazo razonable en que se resolvería o daría respuesta, el que además ni siquiera podía exceder del doble del inicialmente previsto, de acuerdo con el parágrafo del artículo 14 de la Ley 1755 de 2015 que antes se citó.
7. De esa manera las cosas, se considera lesionado el derecho de petición de que es titular el demandante, sin que se compartan los argumentos del impugnante que considera se produjo un hecho superado.

8. En consecuencia, se avalará el fallo que se revisa, en cuanto concedió el amparo reclamado.

Sin embargo, como es la Directora de Procesos Judiciales de Colpensiones la competente para responder de conformidad con el artículo 4º, numeral 4.4.1.9 del Acuerdo No. 108 de 2017, expedido por la Junta Directiva de la entidad y teniendo en cuenta que fue la última funcionaria que sobre el asunto se pronunció, será ella la destinataria exclusiva de la orden a imponer.

En consecuencia, se revocará el ordinal segundo del fallo que se revisa, en cuanto a la orden que para proteger el derecho vulnerado se impuso a los Gerentes Nacionales de Nómina y de Reconocimiento y al Subdirector de Determinación de Derechos de Colpensiones, pues carecen de legitimación por pasiva. 
Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley
R E S U E L V E

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Tercero de Familia de Pereira, el 8 de agosto último, en la acción de tutela promovida por el señor Javier Castaño Mejía contra Colpensiones, excepto el ordinal segundo, respecto a la orden impuesta a los Gerentes Nacionales de Nómina y de Reconocimiento y al Subdirector de Determinación de Derechos esa entidad, que SE REVOCA; en su lugar, se abstiene la Sala de imponerles mandato alguno. 
SEGUNDO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

TERCERO: Como lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Notifíquese y cúmplase, 

Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




DUBERNEY GRISALES HERRERA




EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� Corte Constitucional. Sentencia T-556 de 2013. M.P. Luis Guillermo Guerrero Pérez.


� Folios 4, 5 y 6 cuaderno No. 1


� Folio 3 cuaderno No. 1


� Folio 22 cuaderno No. 1


� Folios 82 y 83 cuaderno No. 1


� Folios 23 y 81  cuaderno No. 1





8

